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Pereira, siete de febrero de dos mil dieciocho
Acta N° 0           de 7 de febrero de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira la acción de tutela iniciada por VICTORIA ALEJANDRA DOMIGUEZ TORO en contra del JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO, PORVENIR S.A. y DIANA MARÍA MARTÍNEZ LÓPEZ en nombre propio y en representación de la menor KAREN DAHIANA ZAPATA MARTINEZ.
ANTECEDENTES

Informa la señora Victoria Alejandra Domínguez Toro que inició proceso laboral en contra de Porvenir S.A. y de Diana María Martínez López, así como de su hija menor Karen Dahiana Zapata Martínez; que el referido proceso correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral, el cual adelantó el trámite correspondiente; que una vez fueron citadas las partes a la audiencia de conciliación, el mandatario judicial de las personas naturales demandadas solicitó la nulidad de lo actuado, por estimar que éstas habían sido indebidamente notificadas.
Indica que frente a la petición de nulidad elevada por la contraparte presentó escrito pidiendo al Juzgado que no fueran decretada la prueba testimonial solicitada en el trámite incidental, pues no reunía los requisitos establecidos en el artículo 212 del Código General del Proceso; no obstante el juzgado citó para audiencia con el fin de recibir las declaraciones de Amaro López Zapata, Rubén Darío Molina López y Gilberto Delgado Escobar el día 2 de febrero de 2018. 

Refiere que contra dicha decisión interpuso el recurso de reposición y en subsidio de apelación, frente a los cuales el juzgado se pronunció inicialmente indicando que los mismos no procedían toda vez que el auto recurrido era de sustanciación, pero si en gracia de discusión se decidieran los motivos de disenso, la decisión se mantendría.  Frente a la apelación indicó que de acuerdo con el artículo 65 Código Procesal Laboral, el auto que decreta pruebas no es susceptible de dicho recurso.

Indica que el reproche frente a la práctica de la citada prueba radica también en el hecho de que la juez accionada no obstante advertir la ausencia de requisitos para su decreto, determinó que la misma era necesaria, cuando ni siquiera la parte que la solicitó pudo determinar su necesidad, pues confundió el objeto de la prueba dentro del incidente de nulidad con el del proceso en sí.

Es por todo lo anterior que considera que la decisión del despacho tutelado es constitutiva de vía de hecho y en razón a ello es que solicita la protección del derecho fundamental al debido proceso, vulnerado por el desconocimiento de los principios de legalidad, seguridad jurídica e igualdad de trato ante la ley.  Como consecuencia de lo anterior pretende que se deje sin efecto la providencia en la que se decretó la recepción de testimonios y en su lugar se rechacen los mismos.
Cómo medida previa solicitó que se ordenara la suspensión de la audiencia programada para el pasado 2 de los corrientes.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  Igual término le fue concedido a Protección S.A., entidad que fue vinculada a la litis en consideración a que integra la parte pasiva dentro del proceso ordinario laboral cuyo trámite aquí se reprocha.
La medida previa fue negada al verificar que con la realización de la audiencia de recepción de los testimonios no se configuraba la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

La señora Diana María Martínez López en nombre propio y en representación de la menor Karen Dahiana Zapata Martínez, aceptó los hechos de la acción que hacen referencia al trámite adelantado en el proceso ordinario laboral de primera instancia iniciado por la señora Dominguez Toro en su contra, pero rechaza la afirmación de que se haya presentado la solicitud de pruebas sin los requisitos para su decreto, como también el hecho de que el Juzgado haya actuado al margen de esa irregularidad, pues como indica la legislación procesal laboral, el juez director del proceso debe adoptar las medidas necesarias para garantizar el debido proceso, el equilibrio de las partes y la agilidad y rapidez del trámite.
Adujo también que, en la audiencia en la que solicitó la práctica de los testimonios que ahora quiere la actora que se rechacen, señaló que haría comparecer a las personas citadas con ese fin hasta el Despacho para lograr demostrar lo indicado en el escrito de nulidad, así como para determinar las reales circunstancia en las que se dieron los hechos que ubican a la señora Martinez López y su hija menor como beneficiarias de la pensión de sobrevivientes causada con la muerte del señor Deiber Jaiber Zapata.
Tanto Protección S.A. como el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito guardaron silencio durante el presente trámite.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira en una vía al decretar las pruebas testimoniales solicitadas dentro del incidente de nulidad?
Con el propósito de dar solución al interrogante, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

                                                       

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3.   PRINCIPIO DE LA PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE LAS FORMAS DEL JUICIO.
El principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades del proceso, se encuentra contemplado en el artículo 228 de la Constitución Política, así:

“ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.” (Negrilla propia). 

Este precepto de rango constitucional, tiene desarrollo legal en el artículo 11º del Código General del Proceso –norma aplicable en el campo laboral por remisión que autoriza el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo-, en virtud del cual, se establece para el Juez la regla consistente en que al momento de interpretar las normas de carácter procesal, “…deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial…”
Así lo ha considerado la honorable Corte Constitucional, Corporación que a través de su jurisprudencia ha indicado:

“[L]os jueces deben ser conscientes de la trascendental importancia que tiene el derecho procesal en cuanto a medio garantizador de los derechos materiales dentro del marco de un debido proceso. En consecuencia, el actuar general debe ser guiado por la coexistencia de estas manifestaciones normativas permitiendo que en un marco jurídico preestablecido se solucionen los conflictos de índole material.
Sin embargo, si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales cuya clara finalidad es ser medio para la efectiva realización del derecho material (art. 228).”
De lo anterior se deriva que, muy cuidadosos deben ser los jueces al analizar los memoriales y las peticiones que ante ellos formulan los asociados, pues no es dable confundir el respeto a las formas procesales con un desproporcionado formalismo que, en ocasiones ha sido calificado por la Corte Constitucional como verdadera vía de hecho por “exceso ritual manifiesto”, como se lee a continuación:

“En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta cuando el funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las formas, renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los hechos, derivándose de su actuar una inaplicación de la justicia material y del principio de la prevalencia del derecho sustancial.”

4. CASO CONCRETO.

El reproche de la parte actora descansa básicamente en el hecho de que la funcionaria de primer grado, decretó como prueba la recepción de los testigos solicitados por la señora Diana María Martínez López dentro del incidente de nulidad formulado en el trámite del proceso ordinario que entre las mismas partes se adelanta ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira pese a no reunir los presupuestos establecidos en los artículo 212 y 213 del Código General del Proceso.

Lo primero que debe determinarse antes de proceder con la solución del problema jurídico planteado, es verificar la viabilidad de trámite de tutela, siendo esta procedente toda vez que la actora: i) hizo la estimación que hizo de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega, ii) ningún recurso podía interponerse contra la decisión por medio de la cual la falladora de instancia decretó y dispuso la práctica de los testimonios de Amparo López Zapata, Rubén Mauricio Molina López y Gilberto Delgado Escobar, de conformidad con el artículo 65 del C.P.C.  iii) la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela y iv) ésta fue dictada el 13 de diciembre de 2017, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 25 de enero del año en curso, es decir en un término oportuno y razonable.

Ahora bien, como se indicó con anterioridad, en estos casos, al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional y es en cumplimiento de tal labor, que luego de analizada la actuación cuestionada, esta Sala concluye que no se percibe irregularidad en el proceder de la juzgadora, quien obró conforme la normatividad que regula el trámite del incidente de nulidad, esto es el artículo 134 del Código General del Proceso, aplicable por analogía en el trámite laboral, en donde se precisa que “El juez resolverá la solicitud de nulidad previo traslado, decreto y práctica de las pruebas que fueren necesarias”.
Lo anterior es así, dado que la señora Diana María Martínez López, en nombre propio y en representación de su hija menor Karen Dahiana Zapata Martínez, formuló ante el juzgado de conocimiento solicitud de nulidad del trámite adelantado hasta ese momento, con base en la causal 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, fundamentada en el hecho de que la señora Domínguez Toro, tenía conocimiento de su paradero y del de su hija menor, así como la posibilidad de ubicarlas con la misma facilidad que lo hizo la abogada que les fue designada como curadora ad litem.

Fue entonces que para demostrar esas afirmaciones la incidentista solicitó la recepción de los testimonios de los señores Amparo López Zapata, Rubén Mauricio Molina López y Gilberto Delgado Escobar, los cuales, al ser decretados, permite inferir que fueron considerados como necesarios por quien tiene a su cargo la dirección del proceso, siendo del caso recordar que las partes tiene libertad probatoria para demostrar el fundamento de sus peticiones.
Ahora, el hecho de que también se haya indicado que estás personas además declararían respecto a la convivencia efectiva del causante Jaiber Deyber Zapata Ocampo y la señora Diana María Martínez López, no llevó a la  a quo  a decretar la prueba para esos propósitos, ya que tenía claro sobre qué debían estos rendir su testimonio y fue así que permitió su intervención “solo con respecto a la nulidad propuesta”, sin inmiscuir el tema relativo a la acreditación de la condición de beneficiarias de la pensión de sobreviviente que se reclama en el proceso ordinario laboral.
Tampoco puede ser suficiente para edificar una vía de hecho el que se haya decretado la prueba testimonial sin que la incidentista expresara “(…) domicilio, residencia o lugar donde pueden ser citados los testigos y enunciarse concretamente los hechos objeto de la prueba”, porque respecto a la ubicación de los declarantes, la señora Martínez López indicó al momento de solicitar la nulidad que a éstos los haría comparecer al despacho y frente al objeto de su testimonio precisó que era para acreditar los hechos en que se fundamentaba la petición de anulación del trámite. 
Obrar conforme lo pretende la accionante, es decir rechazar la prueba según las voces del artículo 213 del C.G.P., se constituiría en un “exceso ritual manifestó”, que impediría el adecuado ejercicio del derecho de defensa que le asiste a la señora Diana María Martínez López y a su hija menor que de ningún modo se puede ver limitado por una formalidad que en todo caso fue atendida, conforme viene de verse.
De lo  dicho,  cabe anotar,  que la decisión del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por la señora Victoria Alejandra Domínguez Toro en contra de Diana María Martínez López, la menor Karen Dahiana Zapata Martínez y Porvenir S.A., no fue violatoria del debido proceso, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni en su texto se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico ni al precedente de esta Corporación. 
En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas y la protección de las garantías procesales de le asiste a las partes.
Al margen de lo expuesto, es preciso llamar la atención de la accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una segunda instancia cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción.
Deben ser cuidadosas las partes y sobre todo sus apoderados cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar los despachos judiciales. 
De acuerdo con lo expuesto, en consideración a que ningún derecho fundamental fue vulnerado con la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en la que decretó los testimonios solicitados por la parte demanda en el incidente de nulidad, la protección solicitada será negada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección invocada por la señora VICTORIA ALEJANDRA DOMIGUEZ TORO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por medio más expedito.
TERCERO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-001-97


� Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-268 de 19 de abril de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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